
 

INFORME JURÍDICO 

PROCESO: Designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública  

Razón Informe jurídico por necesidad emergente  

SOLICITANTE: Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

POSTULANTE: Wilson Guillermo Ortega Caicedo 

 

En atención a la solicitud de informe jurídico de procedencia de descalificación del 

postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, con base a la denuncia presentada en 

contra del postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, al determinar una inhabilidad 

de participar en el presente concurso por su condición de Juez del Tribunal Contencioso 

Electoral, presentó para consideración de sus autoridades, el siguiente informe jurídico: 

1.- ANTECEDENTE 

1.1.- Mediante Oficio S/N de 27 de mayo de 2024, Los Señores Ing. Santiago Bosco 

Salazar Córdova, Ing. Marco Vinicio Recalde Baquero, Gil Fabián Alemán Hernández, 

Tnlgo. Nora Salazar Izurieta, Efrén Medardo Poveda Arcos, Amparito Sáenz Román, 

Patricia Elizabeth Velazco, Kerly Viviana Moreno, Lourdes Alexandra Martínez, Yahayra 

Cecilia Vásquez Dávalos, María Cecilia Mármol Castro, Ivonne Janneth Cifuentes Pinto, 

en representación de diversas organizaciones sociales expone la siguiente 

preocupación del Concurso para la Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Publica:  

“(…) el postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo a la presente fecha se desempeña 

como Juez Titular del Tribunal Contencioso Electoral, y postuló al Concurso de Méritos 

y Oposición para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 

Pública, estando en funciones en su cargo a la fecha de postulación, y por lo tanto 

contraviniendo la disposición del artículo 20 del Código de la Democracia, 

encontrándose a la fecha impedido de continuar en este proceso, lo que no ha sido 

revisado por la Comisión Ciudadana de Selección.” 

1.2.- Mediante Sumilla inserta en el Oficio S/N presentado por varias organizaciones 

sociales, el Presidente del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, el Mgs. 

Andrés Fantoni, remite el oficio S/N a la Coordinación General de Asesoría Jurídica, con 

el motivo de que se elabore un informe jurídico de carácter urgente. 

 

2.- COMPETENCIA 

2.1.- Código Orgánico Administrativo: 

“Art. 65.- Competencia. La competencia es la medida en la que la Constitución y 

la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, 

el territorio, el tiempo y el grado.” 



 

 

2.2.- Estatuto Orgánico del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: 

“Art. 28.- Coordinación de Asesoría Jurídica. - La Coordinación de Asesoría 

Jurídica tendrá las siguientes funciones:  

b) Emitir criterios jurídicos a solicitud de las autoridades del Consejo o de oficio 

en asuntos de carácter legal; 

 

3.- BASE NORMATIVA 

3.1. Constitución de la República del Ecuador:  

 “Art. 209.-  Para cumplir sus funciones de designación el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social organizará comisiones ciudadanas de 

selección, que serán las encargadas de llevar a cabo, en los casos que 

corresponda, el concurso público de oposición y méritos con postulación, 

veeduría y derecho a impugnación ciudadana.  

Las comisiones ciudadanas de selección se integrarán por una delegada o 

delegado por cada Función del Estado e igual número de representantes por las 

organizaciones sociales y la ciudadanía, escogidos en sorteo público de entre 

quienes se postulen y cumplan con los requisitos que determinen el Consejo y la 

ley. Las candidatas y candidatos serán sometidos a escrutinio público e 

impugnación ciudadana. Las comisiones serán dirigidas por uno de los 

representantes de la ciudadanía, que tendrá voto dirimente, y sus sesiones serán 

públicas” 

3.2. Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social:  

“Art. 38.- Atribuciones. - Son atribuciones del Pleno del Consejo: 4. Organizar las 

Comisiones Ciudadanas de Selección, dictar las normas de cada proceso de 

selección y vigilar la transparencia en la ejecución de los actos, de acuerdo con 

la Constitución y la presente ley.” 

 “Artículo 55.- El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para 

cumplir sus funciones de designación, organizará comisiones ciudadanas de 

selección que estarán encargadas de realizar el concurso público de oposición y 

méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana para 

la designación de las siguientes autoridades: Defensor del Pueblo (…) y las 

demás necesarias para designar a las y los miembros de otros cuerpos 

colegiados de las entidades del Estado de conformidad con la Constitución y la 

ley (…)”  

3.3. Código Orgánico Administrativo: 

“Art. 55.- Competencias de los órganos colegiados. Para la atribución de 

competencias a los órganos colegiados se tomará en cuenta al menos: 



 

1. Las políticas públicas a cargo de las administraciones públicas. 

2. Reglamentación interna. 

3. Aprobación de los planes estratégicos y presupuestos. 

4. Supervisión de la ejecución a cargo de los órganos administrativos bajo su 

dirección. 

5. Nombramiento y remoción de quien deba ejercer la representación de la 

administración de los órganos bajo su dirección. 

Los órganos colegiados adoptarán sus decisiones sobre la base de los informes 

técnicos, económicos y jurídicos provistos bajo responsabilidad de los órganos 

a cargo de las actividades de ejecución y asesoría en la administración (…)” 

“Art. 122.- Dictamen e informe. El dictamen y el informe aportan elementos de 

opinión o juicio, para la formación de la voluntad administrativa. 

Cuando el acto administrativo requiere fundarse en dictámenes o informes, en 

estos estará expresamente previsto el ordenamiento jurídico, como parte del 

procedimiento. 

Únicamente con expresa habilitación del ordenamiento jurídico, un órgano 

administrativo puede requerir dictámenes o informes dentro de los 

procedimientos administrativos.” 

3.4.- Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 

Impugnación Ciudadana: 

“Artículo 3.- Principios rectores. - El presente concurso se regirá por los 

siguientes principios:  

a) Independencia: las normas del presente Reglamento se deberán aplicar 

partiendo de la valoración objetiva de hechos y libres de cualquier influencia 

ajena.  

b) Transparencia: durante todas las etapas del proceso se garantizará el acceso 

a la información a través de la publicación en la página web institucional y el 

acceso a la documentación del proceso de los ciudadanos interesados.  

c) Meritocracia: la autoridad será elegida por la acreditación de sus méritos 

profesionales, los que serán valorados en función de las facultades relacionadas 

al cargo a desempeñarse.  

d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida valorando su honorabilidad, 

conducta intachable y ausencia de conflicto de intereses, de forma que, la 

conducta de los postulantes esté por encima de cualquier reproche a los ojos de 

un observador imparcial.  

e) Igualdad y no discriminación: todos los postulantes serán valorados como 

iguales y gozarán los mismos derechos, deberes y oportunidades.  



 

f) Idoneidad: la autoridad será elegida tomando en cuenta las aptitudes 

necesarias para desempeñar el cargo de Defensoría Pública” 

“Artículo 15.- Requisitos para la postulación. - Para la designación de la primera 

autoridad de la Defensoría Pública mediante concurso público de méritos y 

oposición, con postulación, veeduría e impugnación ciudadana, las y los 

postulantes cumplirán con los siguientes requisitos establecidos en la 

Constitución y la Ley:  

a) Ser ecuatoriana o ecuatoriano y hallarse en goce de los derechos políticos;  

b) Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país;  

c) Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogada o abogado, la 

judicatura o la docencia universitaria en ciencias jurídicas, por un lapso mínimo 

de diez años; y,” 

“Artículo 16.- Prohibiciones e inhabilidades. - Además de las prohibiciones 

determinadas en los artículos 192 último inciso y 232 de la Constitución de la 

República del Ecuador, el artículo 77 del Código Orgánico de la Función Judicial 

y artículo 13 de la Ley Orgánica de la Defensoría Pública, no podrá postularse 

para ejercer el cargo de la primera autoridad de la Defensoría Pública, quien:  

a) Posea, a título personal o a través de su cónyuge, bienes, capitales, 

inversiones, fondos, acciones, participaciones de cualquier naturaleza en 

paraísos fiscales; 

b) Sea cónyuge o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 

de afinidad del presidente o vicepresidente de la República; 

c) Hubiese sido condenado o condenada por sentencia ejecutoriada a pena 

privativa de libertad, por delitos de violencia contra la mujer y otros, mientras esta 

subsista; 

d) Tenga contrato con el Estado, como persona natural, socio o socia, 

representante, apoderado o apoderada de personas jurídicas, nacionales o 

extranjeras, celebrado para la adquisición de bienes, ejecución de obras 

públicas, prestación de servicios públicos sin relación de dependencia o 

explotación de recursos naturales, mediante concesión, asociación o cualquier 

otra modalidad contractual; 

e) Se hallare en interdicción judicial, mientras esta subsista, salvo el caso de 

insolvencia o quiebra que no haya sido declarada fraudulenta; 

f) Tenga sentencia ejecutoriada del Tribunal Contencioso Electoral por alguna 

infracción tipificada en la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas 

de la República del Ecuador - Código de la Democracia-, sancionada con la 

suspensión de los derechos políticos y de participación, mientras esta subsista; 



 

g) No haya cumplido las medidas de rehabilitación resueltas por autoridad 

competente, en caso de haber sido sancionado o sancionada por violencia 

intrafamiliar o de género; 

h) Haya ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto; 

i) Haya sido sancionado o sancionada por delitos de lesa humanidad; 

j) Tenga obligaciones en mora con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 

(IESS) como empleador o prestatario; 

k) Tenga obligaciones tributarias con deuda en firme con el Servicio de Rentas 

Internas (SRI); 

l) Haya sido directivo de partidos o movimientos políticos inscritos en el Consejo 

Nacional Electoral o haya desempeñado dignidades de elección popular en los 

cinco (5) últimos años; 

m) Sea miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional o de la Comisión 

de Tránsito del Ecuador en servicio activo, o representante de cultos religiosos; 

n) Tengan pensiones alimenticias vencidas y que se reflejen en el Sistema Único 

de Pensiones Alimenticias (SUPA); 

o) Sea cónyuge, tenga unión de hecho, o sea pariente dentro del cuarto grado 

de consanguinidad o segundo de afinidad de las Consejeras o Consejeros del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y/o de las y los miembros 

de la Comisión Ciudadana de Selección; 

p) Haya sido sancionado o sancionada con destitución por responsabilidad 

administrativa o tenga sanción en firme por responsabilidad civil o penal en el 

ejercicio de funciones públicas, sin que se encuentre rehabilitado o rehabilitada; 

q) Incurra en alguna de las inhabilidades, impedimentos o prohibiciones para el 

ingreso o reingreso al servicio civil en el sector público; y, 

r) Las demás prescritas en la Constitución y la ley. 

s) La o el postulante acreditará no estar incurso en las prohibiciones señaladas, 

mediante una declaración juramentada en el formato único, otorgado mediante 

escritura pública ante Notario Público.  

Adicionalmente, los postulantes deberán acreditar los documentos públicos 

correspondientes solicitados en la convocatoria para demostrar que no se 

encuentren inhabilitados. Sin perjuicio de lo anterior, los miembros de la 

Comisión Ciudadana de Selección estarán obligados a verificar que el postulante 

no esté incurso en ninguna de las inhabilidades.” 

 

 



 

3.5.- CODIGO DE LA DEMOCRACIA 

“Art. 20.- Los miembros del Consejo Nacional Electoral y del Tribunal 

Contencioso Electoral serán designados por el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, previa selección, mediante concurso público de 

oposición y méritos realizado por las respectivas Comisiones Ciudadanas de 

Selección, con postulación e impugnación de la ciudadanía, y dando 

cumplimiento a la garantía constitucional de equidad y paridad entre hombres y 

mujeres. (…) Las consejeras o consejeros y las juezas o jueces electorales que 

se encuentren en funciones, no podrán presentarse a ningún concurso para otros 

cargos estatales.” (El subrayado me pertenece) 

 

4.- ALERTA DE INHABILIDAD DE UN POSTULANTE A DEFENSOR PÚBLICO  

Los Señores Ing. Santiago Bosco Salazar Córdova, Ing. Marco Vinicio Recalde Baquero, 

Gil Fabián Alemán Hernández, Tnlgo. Nora Salazar Izurieta, Efrén Medardo Poveda 

Arcos, Amparito Sáenz Román, Patricia Elizabeth Velazco, Kerly Viviana Moreno, 

Lourdes Alexandra Martínez, Yahayra Cecilia Vásquez Dávalos, María Cecilia Mármol 

Castro, Ivonne Janneth Cifuentes Pinto, en representación de diversas organizaciones 

sociales, alertaron al pleno del Consejo de Participación Ciudadana, lo siguiente: 

“Amparado en los fundamentos de hecho y de derecho del presente oficio, me 

permito solicitar a los señores del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana lo 

siguiente:  

“(…) el postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo a la presente fecha se 

desempeña como Juez Titular del Tribunal Contencioso Electoral, y postulo al 

Concurso de Méritos y Oposición para la selección y designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, estando en funciones en su cargo a la fecha 

de postulación, y por lo tanto contraviniendo la disposición del artículo 20 del 

Código de la Democracia, encontrándose a la fecha impedido de continuar en 

este proceso, lo que no ha sido revisado por la Comisión Ciudadana de 

Selección. 

 

Señor Presidente, por lo tanto y dada la facultad de verificación que los 

Consejeros del CPCCS se encuentran investidos dentro del presente concurso 

de méritos y oposición, solicito a usted verifiquen esta actuación contraria a la 

Ley que se está realizando y se tomen las actuaciones correspondientes, al 

permitir que un Juez Titular del Tribunal Contencioso Electoral, haya participado 

y participe en este concurso contraviniendo la normativa vigente. (…)” 

 

 

En virtud a esta petición se elabora el presente análisis.  

El 9 de noviembre de 2022, mediante Resolución Nro. PLE-TCE-1-09-11-2022 emitida 

por el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral se designa como Juez del Tribunal 



 

Contencioso Electoral al Abogado Wilson Guillermo Ortega Caicedo en reemplazo de la 

Abogada Patricia Guaicha Rivera, hasta la designación de los nuevos jueces del 

Tribunal Contencioso Electoral, por parte del Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social, por lo tanto encontrándose en funciones prorrogadas de conformidad a 

lo previsto en el artículo 105 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Servicio 

Público 

Esto nos pone en aviso previo que la designación, de apariencia temporal, es una 

designación con resolución del Pleno del Tribunal Contencioso Electoral. La misma que 

se puede tomar como una resolución en firme y con una vigencia continua.  

De esta forma amparados en el artículo 20 del Código de la Democracia que indica lo 

siguiente:  

“Art. 20.- (…) Los miembros suplentes sustituirán a los principales cuando 

corresponda, con apego al orden de su calificación y designación. (…)” 

Y con base a esta normativa nos desprende la necesidad de poder contar con el 

Abogado Wilson Guillermo Ortega Caicedo en calidad de Juez del Tribunal Contencioso 

Electoral, el mismo que fue convocado según el Reglamento de Sesiones del Pleno del 

Tribunal Contencioso Electoral, el mismo desprende lo siguiente: 

“Art. 15.- (…) La Presidenta o el Presidente procederá, en forma inmediata, a 

convocar al juez suplente que corresponda en el orden de designación en forma 

exclusiva para tratar y resolver asuntos jurisdiccionales.” 

Por lo que el Presidente del Tribunal Contencioso Electoral doctor Fernando Muñoz 

Benítez pone en consideración del Pleno del Tribunal, quienes designan al Abogado 

Wilson Guillermo Ortega Caicedo, bajo la figura de la principalización con base a las 

designaciones realizadas por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

Transitorio. 

Por lo que el Juez Wilson Guillermo Ortega Caicedo, está inhabilitado a participar en 

cualquier concurso para algún cargo Estatal según el Código de la Democracia, el 

mismo que indica lo siguiente:  

“Art. 20.- (…) Las consejeras o consejeros y las juezas o jueces electorales 

que se encuentren en funciones, no podrán presentarse a ningún concurso 

para otros cargos estatales. (…)” (El resaltado me pertenece) 

Entendiendo esto el Abogado Wilson Guillermo Ortega Caicedo, postuló al concurso 

para la designación del Defensor Público. Al ejercer en calidad de Juez del Tribunal 

Contencioso Electoral en funciones con un impedimento legal vigente, contraviniendo lo 

establecido en literal r) del artículo 16 del Reglamento para la Selección y Designación 

de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante concurso de oposición y 

méritos con veeduría e impugnación ciudadana. 

Por lo que se determina que la revisión por parte de la Comisión Ciudadana de 

Selección, no observó la prohibición establecida en el Código de la Democracia. 

.  



 

 

5.- CONCLUSIONES: 

Con fundamento en el análisis expuesto y las normas constitucionales, legales y 

reglamentarias que han motivado el presente informe, se concluye lo siguiente: 

 

5.1.- El Señor Wilson Guillermo Ortega Caicedo mantiene una inhabilidad de participar 

en cualquier concurso para cargos estatales según el artículo 20 del Código de la 

Democracia, al desempeñarse como Juez Titular del Tribunal Contencioso Electoral, por 

lo que se concluye que el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

debe proceder con su separación inmediata del concurso en su calidad de postulante. 

 

 6.- RECOMENDACIÓN: 

Con fundamento en el análisis efectuado y las normas constitucionales, legales y 

reglamentarias que rigen para el concurso Selección y Designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, en mi calidad de Coordinador General de Asesoría 

Jurídica, se recomienda al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social lo siguiente: 

6.1.-  Conocer y acoger el presente informe jurídico de procedencia de descalificación 

del postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo. 

6.2.- Descalificar del concurso Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública al postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, al encontrarse 

inmerso en la inhabilidad establecida en el artículo 20 de la Ley Orgánica Electoral y de 

Organizaciones Políticas de la República del Ecuador Código de la Democracia en su 

Artículo 20. 

 

 

 

 

 Nombre Firma 

Aprobado por: 

 

Abg. David Eduardo Soria Tamayo 

Coordinador General de Asesoría 

Jurídica Encargado 
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